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Señores 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  

SALA DE CASACIÓN LABORAL 

E. S. D. 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE: LINA ESPERANZA RESTREPO GARZÓN Y OTROS 

ACCIONADOS: SALA DE CASACIÓN CIVIL, AGRARIA Y 

RURAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

RADICADO: 11001-02-05-000-2024-01571-00 

 

ASUNTO: PRONUNCIAMIENTO FRENTE ACCION DE TUTELA 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía 

N° 19.395.114, abogado titulado y en ejercicio, portador de la tarjeta profesional No. 39.116 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de apoderado especial de ALLIANZ 

SEGUROS S.A., sociedad comercial anónima de carácter privado, legalmente constituida, con 

domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., identificada con NIT 860.026.182-5, representada legalmente 

por Andrea Londoño Guzmán como consta en el certificado de existencia y representación legal 

expedido por la Cámara de Comercio de Cali que se remite con el presente escrito. Comedidamente 

procedo, dentro del término legal, a PRONUNCIARME frente a la acción de tutela formulada por la 

señora LINA ESPERANZA RESTREPO GARZÓN Y OTROS en contra del SALA DE CASACIÓN 

CIVIL, AGRARIA Y RURAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, anunciando desde ahora que 

me opongo a las pretensiones del Accionante, de acuerdo con los fundamentos fácticos y jurídicos 

que se esgrimen a continuación: 

 

I. CONSIDERACIÓN PRELIMINAR 

 

De manera previa a la exposición detallada de los motivos por los cuales el H. Juez debe negar el 

amparo de tutela, es importante que tenga en cuenta que no sería procedente ningún tipo de 

reconocimiento constitucional al no cumplirse con los requisitos de inmediatez1 ni subsidiariedad2,  

 
1 La Corte Constitucional en Sentencia T-461 de 2019 señaló como término razonable para la petición del amparo vía 
constitucional un periodo de seis meses desde la afectación del derecho fundamental y la radicación de la acción de 
tutela. Sin embargo, en el presente caso, el término en mención no se cumple en virtud de que la presunta vulneración 
acaeció por la presentación de la objeción de la Compañía de Seguros, lo cual ocurrió en el mes de noviembre de 2021. 
Es decir, que la gestora esperó más de un año y dos meses para la radicación de la acción, incumpliendo el presupuesto 
de inmediatez. 
 
2 El artículo 86 superior preceptúa que la protección constitucional únicamente es procedente cuando el afectado no tenga 
otro medio de defensa judicial. No obstante, no se cumple con el presupuesto en mención dado que nos encontramos 
ante una controversia de carácter contractual y en ese sentido, deberá ser zanjada por los jueces ordinarios. De lo 
contrario, se estaría vulnerando el derecho al debido proceso de los accionados, al zanjar una diferencia por un juez 
diferente al juez natural del contrato.  
 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

GAFC 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 2 | 12 

 

además de la absoluta carencia probatoria sobre la presunta vulneración a los derechos 

fundamentales invocados3 y el incumplimiento del requisito de relevancia constitucional dispuesto 

para el mecanismo en contra de providencias judiciales. En otras palabras, es importante que su 

Honorable Despacho tenga en consideración que, pese a que en el caso en concreto no se reúnen 

los presupuestos para dictar un fallo que acceda a las pretensiones, de todos modos, se hace 

evidente el empleo de la presente acción constitucional como tercera instancia, obviando los 

requisitos esenciales para que la misma prospere y la especialidad que requiere la misma frente a 

las providencias judiciales. En consecuencia, dado que se encuentra patente la adecuada 

valoración de los medios de prueba por parte del A quo y el Ad quem, no hay lugar a la tutela de los 

supuestos derechos fundamentales vulnerados.  

 

 

I. FRENTE A LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

• LA ACCIÓN DE TUTELA NO CUMPLE CON EL REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD AL SER 

EMPLEADO COMO UNA INSTANCIA ADICIONAL POR PARTE DE LA ACCIONANTE. 

 

La acción de tutela presentada debe desestimarse por cuanto los accionantes hacen uso de ella de 

manera deliberada como instancia adicional, intentando reabrir un debate ya zanjado incluso en 

casación. Lo anterior, como consecuencia de un infundado desacuerdo con la valoración realizada 

por los jueces de primera y segunda instancia, y por la H. Corte Suprema de Justicia en sede de 

casación, lo que dista de una vulneración de derechos fundamentales. En ese sentido, vale la pena 

recordar que la naturaleza propia de este tipo de acción en contra de providencias judiciales se 

enfoca en realizar un juicio de validez, más no de corrección, lo que impide que sea empleada para 

reabrir un análisis ya zanjado. De este modo, no cabe duda de que para el caso que nos ocupa, 

resulta improcedente dar trámite a la acción constitucional, pues los accionantes insatisfechos con 

las decisiones que han tomado tres autoridades judiciales distintas, em primera instancia, segunda 

instancia y en sede de casación, busca valiéndose de una acción de tutela como una instancia 

adicional arguyendo, que no hubo un debido proceso porque sus pretensiones no salieron avantes, 

en ninguna de las vías ordinarias y extraordinarias. 

 

En virtud de lo expuesto anteriormente, es importante rememorar lo preceptuado en el artículo 86 

de la Constitución Política de Colombia: 

 

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma 

 
3 La parte accionante no aporta pruebas que acrediten la presunta vulneraron de sus derechos fundamentales al debido 
proceso, acceso a la administración de justicia y a la tutela judicial efectiva, derecho a la vida y la integridad personal, 
toda vez que simplemente alega tal afectación, sin exponer o probar el verdadero perjuicio o daño que se le ha generado, 
las cuales no pueden ser constatadas por el mero dicho de esta. Al no haber prueba de su dicho, el juez constitucional no 
puede acceder al reconocimiento del amparo.  
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o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La 

protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 

tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.  

 

El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 

competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de 

otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y 

su resolución. La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede 

contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya 

conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes 

el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.” 

 

En el mismo sentido, es menester mencionar lo señalado por la Corte Constitucional sobre este 

precepto: 

 

“El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, 

implica que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En otras palabras, las 

personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios que el sistema 

judicial dispone para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus 

derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de este mecanismo 

constitucional como vía preferente o instancia judicial alterna de protección”4. 

(Negrita y subrayada fuera de texto). 

 

Por otra parte, como se ha dicho, la acción de tutela no se estructuró para fungir como tercera 

instancia, por el contrario, la misma propende por el respeto por las decisiones judiciales, como lo 

sostiene el Tribunal Administrativo de Boyacá, Sala de Decisión No. 3, en su sentencia del 8 de julio 

de 2020, expediente No. 15238-33-33-001-2020-00032-02. 

 

“Téngase en cuenta, además, que la acción de tutela no fue instituida como 

tercera instancia o herramienta para modificar decisiones judiciales que hayan 

hecho tránsito a cosa juzgada. De esta manera, se pretende, no solo el respeto 

 
4 Sentencia de la Corte Constitucional T001/21 de 20 de enero de 2021. M.P Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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por las decisiones judiciales proferidas en desarrollo de procesos agotados en su 

totalidad, y que dentro de los cuales se establecieron recursos ordinarios, 

extraordinarios y otros mecanismos para que las partes involucradas pudiesen 

controvertir las diferentes actuaciones y proteger sus derechos, sino que se 

busca mantener en firme el principio de cosa juzgada y la seguridad jurídica 

que generan los fallos judiciales” 

 

En el mismo sentido, lo ha sostenido la Corte Constitucional a través de reiterada jurisprudencia, ha 

sostenido que no puede pretenderse adicionar al trámite ya surtido una acción de tutela: 

 

“(…) Se comprende, en consecuencia, que cuando se ha tenido al alcance un 

medio judicial ordinario y, más aún, cuando ese medio se ha agotado y se 

ha adelantado un proceso, no puede pretenderse adicionar al trámite ya 

surtido una acción de tutela, pues al tenor del artículo 86 de la Constitución, 

dicho mecanismo es improcedente por la sola existencia de otra posibilidad 

judicial de protección, aún sin que ella haya culminado en un pronunciamiento 

definitorio del derecho. Bien puede afirmarse que, tratándose de instrumentos 

dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el 

proceso, tal como lo acreditan sus remotos orígenes. En el sentir de esta Corte, 

nadie puede alegar que careció de medios de defensa si gozó de la oportunidad 

de un proceso y menos todavía si tomó parte en él hasta su conclusión y ejerció 

los recursos de que disponía. Pero, claro está, si pese a las ocasiones de defensa 

dentro del proceso y a las posibilidades de impugnación del fallo que le otorgaba 

el sistema jurídico en obedecimiento a claros principios constitucionales (artículos 

29 y 31 de la Carta), el interesado se abstuvo de utilizar los mecanismos a su 

disposición, tampoco puede acudir a la institución de la tutela como última tabla 

de salvación de sus pretensiones, por cuanto ello implica el alegato de su propia 

incuria contra el principio universalmente aceptado y desvirtúa el carácter 

subsidiario de la acción.  

 

(…) Es claro que la acción de tutela no es viable si se la pretende usar como 

medio enderezado a la reapertura de procesos que ya fueron objeto de fallo, 

tanto si respecto de las decisiones judiciales correspondientes se ha 

producido la ejecutoria y, en consecuencia, la cosa juzgada formal, como si 

han hecho tránsito a cosa juzgada material. En el primer evento por existir otra 

vía propicia a la defensa del derecho en cuestión, como cuando se pide revisar, 

en virtud de hechos nuevos o de cambio de circunstancias, la liquidación de 

obligaciones alimentarias periódicas o el régimen de visitas de los esposos 

separados a sus hijos comunes. En la segunda hipótesis, por la esencia misma 

del concepto de cosa juzgada y por el hecho de haber culminado plenamente, en 
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cuanto a todos los aspectos del asunto controvertido, el trámite del proceso como 

medio idóneo para ventilarlo ante la justicia (…)”5 (Subrayado y negrilla fuera del 

texto) 

 

Teniendo en cuenta los apartados previamente citados, es inequívoco que la acción de tutela es 

improcedente, pues la parte accionante pretende que a través de este medio se reabra un debate 

judicial, tan es así, que a través del mismo texto de la acción, evidencia como hizo uso de su derecho 

a la administración de justicia impetrando demanda declarativa verbal ante el Juzgado Quinto Civil 

del Circuito de Pereira, bajo el radicado No. 66001-31-03-005-2019-00200-00, la cual se resolvió a 

través de sentencia el 5 de marzo de 2021. Acto seguido, del recurso de apelación conoció el 

Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, quien a través de sentencia del 23 de 

marzo de 2022, confirmó la sentencia de primera instancia. Inconforme con la decisión, la parte 

demandante interpuso recurso extraordinario de Casación ante el citado Tribunal, del cual conocería 

la Sala Civil, Agraria y Rural de la Corte Suprema de Justicia; colegiatura que el 22 de marzo de 

2024 resolvió no casar la sentencia proferida por el Tribunal Superior de Pereira. 

 

Como se advierte, por parte de la accionante se desconoce la naturaleza intrínseca de la acción de 

tutela y su finalidad, no solo por cuanto pretende que a través de esta se reabra un debate judicial 

que la feneció a través de la figura de la cosa juzgada, sino que además, expone el interés verdadero 

de convertir a la acción en contra de providencia judicial en una instancia adicional, pese a que ya 

se surtió un proceso judicial en el cual los accionantes tuvieron la oportunidad de hacer uso de todos 

los recursos ordinarios y extraordinarios a los que había lugar.  

 

Es así como la parte accionante, bajo el mecanismo constitucional, pretende que se haga una 

revisión sobre un conjunto de providencias, fueron proferidas en el marco de la jurisdicción ordinaria, 

la misma que es competente según el principio de Juez Natural, razón suficiente para desvirtuar la 

procedibilidad de la acción de tutela. Sin embargo, lo anterior adquiere mayor agravio si se tiene en 

cuenta que con este escrito, el demandante pretende sobrepasar las instancias proferidas por el 

legislador para desatar su inconformidad, para buscar una decisión que le sea ajuste a la totalidad 

de sus pretensiones, pese a haberse accedido en su gran mayoría a ellas, situación totalmente 

irregular, y que pone en riesgo el sentido teleológico de la acción de tutela, que es realizar una 

protección efectiva a los derechos fundamentales, máxime cuando en el caso en concreto, la parte 

actora ya buscó dicha protección en la jurisdicción civil y no se encontró de recibo su demanda. 

 

En conclusión, es claro que existe una transgresión al principio de subsidiariedad, que debe generar 

la improcedencia de la presente acción constitucional. Lo anterior, puesto que, los accionantes 

pretenden como ha sido dicho, la reapertura de un debate judicial que por lo demás se encuentra 

pendiente de solicitud de corrección, sin el agotamiento de todas las herramientas jurídicas para tal 

fin, desvirtuando la esencia propia de esta acción y su función final respecto a la protección de 

 
5 Corte Constitucional. Sala Tercera de Revisión. Fallo No. T-520. 16 de septiembre de 1992. 
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derecho fundamentales que para el caso que nos ocupa no fueron sustentados ni se soporta 

defectos facticos o materiales sobre los cuales se desprenda un daño inminente para la persona o 

accionante quien como se ha dicho, en uso de su derecho a la administración de justicia tuvo a 

disposición todas las herramientas judiciales, frente al daño que predicó y sobre el cual no pudo, 

conforme con la carga dinámica de la prueba, soportar la culpa de la demandada.  

 

 

• IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL POR 

INCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD: INMEDIATEZ Y 

RELEVANCIA CONSTITUCIONAL.  

 

La Corte Constitucional, mediante sentencia C-590 de 2005, sustituyó el concepto de vía de hecho 

por el de causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales. Según 

esta posición, la acción de tutela contra providencias judiciales está llamada a prosperar siempre y 

cuando se satisfagan (i) todos los requisitos generales de procedibilidad y (ii) por lo menos una de 

las causales específicas de procedibilidad.  

  

Frente a los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias 

judiciales, ha establecido la Corte Constitucional6 que los jueces de tutela deben verificar el 

cumplimiento de cada uno de estos requisitos, conforme la naturaleza excepcional del mecanismo 

constitucional, por virtud de su carácter subsidiario. En efecto, ha enumerado que debe verificarse: 

  

“… (i) si la problemática tiene relevancia constitucional; (ii) si han sido agotados 

todos los recursos ordinarios o extraordinarios de defensa de los derechos, a 

menos que se trate de impedir un perjuicio irremediable o que los recursos sean 

ineficaces en las circunstancias particulares del peticionario; (iii) si se cumple el 

requisito de la inmediatez (que haya transcurrido un tiempo razonable desde el 

hecho que originó la violación y la solicitud de amparo); (iv) si se trata de 

irregularidades procesales, que hubieran tenido incidencia en la decisión 

cuestionada, salvo que de suyo afecten gravemente los derechos fundamentales; 

(v) si el actor identifica debidamente los hechos que originaron la violación, así 

como los derechos vulnerados y si (de haber sido posible) lo mencionó 

oportunamente en las instancias del proceso ordinario o contencioso; (vi) si la 

providencia impugnada no es una sentencia de tutela”.  

 

En lo que concierne al caso en concreto, existen varios factores que, al ser analizados, permiten 

llegar a la conclusión de que la presente acción no cumple con los requisitos de procedibilidad 

enmarcados por la Alta Corte, al momento de presentar una tutela en contra de providencia judicial, 

 
6 Corte Constitucional. Sentencia C-590 de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño. Junio 8 de 2005. Expediente D-5428 
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conforme a las consideraciones que se exponen a continuación. 

 

(i) FRENTE AL REQUISITO DE RELEVANCIA CONSTITUCIONAL 

 

Respecto del primer requisito general de procedibilidad, es decir, la relevancia constitucional que 

debe tener el caso que acá nos involucra, la Corte Constitucional7 lo ha subrayado como el hecho 

de que el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y 

marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a 

otras jurisdicciones. Es decir, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa 

por qué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional 

que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

 

Sobre este asunto, la Corte Constitucional a través de sentencia SU128/21 de la Magistrada 

Ponente Cristina Pardo Schlesinger, recordó como dicho Tribunal Constitucional ha interpretada la 

acción de tutela contra providencias judiciales como un “juicio de validez” y no como un “juicio de 

corrección” del fallo cuestionado8. 

 

“Este enfoque impide que el mecanismo de amparo constitucional sea utilizado 

indebidamente como una instancia adicional para discutir los asuntos de 

índole probatorio o de interpretación de la ley que dieron origen a la 

controversia judicial. En el marco de cada proceso, las partes cuentan con los 

recursos judiciales ordinarios y extraordinarios dispuestos por el legislador 

para combatir las decisiones de los jueces que estimen arbitrarias o 

incompatibles con sus derechos.” (Subraya y negrilla fuera del texto) 

 

Sobre este tema, la misma corporación a través de sentencia SU-573 de 2019 determinó que: 

 

“la acreditación de esta exigencia, más allá de la mera adecuación del caso a 

un lenguaje que exponga una relación con derechos fundamentales, supone 

justificar razonablemente la existencia de una restricción desproporcionada 

a un derecho fundamental, que no es lo mismo que una simple relación con 

aquel”. (Subraya y negrilla fuera del texto) 

 

Conforme con lo anterior, no basta con que la parte actora alegue la violación del derecho 

fundamental al debido proceso, tutela judicial efectiva, dignidad humana, vida digna e igualdad ante 

la Ley, para entender acreditado el requisito general de procedencia de relevancia constitucional, la 

cual tiene tres finalidades desarrolladas a través de la jurisprudencia. Esto, por cuanto la relevancia 

constitucional tiene tres finalidades, a saber:  

 
7 Ibidem 
8 Corte Constitucional, Sentencia T-016 de 2019, M.P. Cristina Pardo Schlesinger. 
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“(i) preservar la competencia y la independencia de los jueces de las jurisdicciones 

diferentes a la constitucional y, por tanto, evitar que la acción de tutela se utilice 

para discutir asuntos de mera legalidad;  

 

(ii) restringir el ejercicio de la acción de tutela a cuestiones de relevancia 

constitucional que afecten los derechos fundamentales y, finalmente,  

 

(iii) impedir que la acción de tutela se convierta en una instancia o recurso 

adicional para controvertir las decisiones de los jueces”9. (Subraya y negrilla 

fuera del texto) 

 

Conforme con las finalidades que han sido expuestas para que proceda la acción de tutela, no cabe 

duda que en el caso en marras, a través de esta acción constitucional lo que pretende el extremo 

accionante es la apertura de una nueva instancia o la mutación de esta herramienta a un recurso 

adicional a los ordinarios y extraordinarios para controvertir las decisiones adoptadas por el A quo 

y el Ad quem y por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sede de casación, 

trasgrediendo uno de los requisitos esenciales para la procedencia de este mecanismo en contra 

de providencia judicial, como lo es, la relevancia constitucional. 

 

La Corte Constitucional a través de la sentencia SU-573 de 2019, reiteró tres criterios de análisis 

para establecer si una tutela es de relevancia constitucional, de la siguiente manera: 

  

“(…) Primero, la controversia debe versar sobre un asunto constitucional y no 

meramente legal y/o económico. Las discusiones de orden legales o aquellas 

relativas exclusivamente a un derecho económico deben ser resueltas mediante 

los mecanismos ordinarios dispuestos para su trámite, toda vez que “le está 

prohibido al juez de tutela inmiscuirse en materias de carácter netamente legal o 

reglamentario que han de ser definidos por las jurisdicciones 

correspondientes”[45]. Un asunto carece de relevancia constitucional cuando: (i) la 

discusión se limita a la mera determinación de aspectos legales de un derecho, 

como, por ejemplo, la correcta interpretación o aplicación de una norma procesal, 

salvo que de ésta se desprendan claramente violaciones de derechos 

fundamentales; o (ii) sea evidente su naturaleza o contenido económico, por 

tratarse de una controversia estrictamente monetaria con connotaciones 

particulares o privadas, “que no representen un interés general”[46]. 

  

(…)  Segundo, “el caso [debe involucrar] algún debate jurídico que gire en torno al 

contenido, alcance y goce de algún derecho fundamental”[47]. La jurisprudencia 

 
9 Corte Constitucional, Sentencia SU-573 de 2019, M.P Carlos Bernal Pulido. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn45
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn46
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn47
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constitucional ha reiterado que la cuestión debe revestir 

una “clara”, “marcada” e “indiscutible” relevancia constitucional[48]. Dado que el 

único objeto de la acción tutela es la protección efectiva de los derechos 

fundamentales, es necesario que el asunto que origina la presentación de la 

acción contra una providencia judicial tenga trascendencia para la 

aplicación y el desarrollo eficaz de la Constitución Política, así como para la 

determinación del contenido y alcance de un derecho fundamental. Por tal 

razón, los asuntos en los que se invoca la protección de derechos fundamentales, 

pero cuya solución se limita a la interpretación y aplicación de normas de rango 

legal, no tienen, en principio, relevancia constitucional. 

  

4.7.    Tercero, la tutela no es una instancia o recurso adicional para reabrir 

debates meramente legales. Según la jurisprudencia constitucional, “la 

tutela contra providencias judiciales no da lugar a una tercera instancia, ni 

puede reemplazar los recursos ordinarios”[49], pues la competencia del juez 

de tutela se restringe “a los asuntos de relevancia constitucional y a la 

protección efectiva de los derechos [fundamentales] y no a problemas de 

carácter legal”[50]. En ese orden de ideas, la tutela en contra de un auto o una 

sentencia exige valorar si la decisión se fundamentó en una actuación 

ostensiblemente arbitraria e ilegítima de la autoridad judicial, violatoria de 

las garantías básicas del derecho al debido proceso.[51] Solo así se garantiza 

“la órbita de acción tanto de los jueces constitucionales como de los de las demás 

jurisdicciones”[52]. (Subraya y negrilla fuera del texto) 

 

Ahora bien, haciendo un estudio acucioso sobre el caso en particular, los derechos fundamentales 

al debido proceso y acceso a la administración de justicia no se vieron quebrantados o amenazados 

en ningún momento de la actuación, pues como se mencionó en líneas anteriores, el hecho de que 

las pretensiones solicitadas no fueran reconocidas, no significa que se dio un fallo que afectara el 

debido proceso y que no fuera acorde a derecho para representar la justicia. Por el contrario, es 

posible advertir que los fallos, resultado del trámite de la primera como de la segunda instancia, se 

profirieron con absoluta normalidad y en cumplimiento de las normas sustanciales y procesales 

pertinentes. Del mismo, modo se dio trámite al recurso extraordinario de casación, en cabal 

cumplimiento del procedimiento previsto para este recurso. Así resulta claro que,  lo que motiva el 

trámite de la presente acción, es que las decisiones judiciales adoptadas por cada autoridad no 

fueron afines a la parte accionante, desconociendo por completo la naturaleza de la tutela. 

 

En este orden de ideas, no cabe duda de que el asunto que nos ocupa carece de la relevancia 

constitucional que ha establecido la Corte Constitucional como requisito elemental para la 

procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales. Lo anterior por cuanto, no 

solamente se pretende que el Juez Constitucional actúe como si se tratara de una instancia 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn48
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn49
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn50
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn51
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU128-21.htm#_ftn52
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adicional o recurso adicional a los establecidos de manera ordinaria o extraordinaria, partiendo de 

un juicio de corrección sobre la supuesta indebida valoración probatoria, sino que además, carece 

de una argumentación tendiente a materializar la supuesta vulneración que con las decisiones del 

A quo y el Ad quem afectó los derechos fundamentales invocados, pues, como ha dejado claro la 

jurisprudencia, no basta solo con hacer mención de los derechos que predica fueron vulnerados, 

sino que debe de manera inequívoca, establecer la relación de las decisiones con su afectación. Lo 

anterior conlleva a que esta tutela no solo no proceda de manera transitoria al no encontrarse 

patente un riesgo inminente, sino que por lo demás debe ser desestimada al desconocer los 

requisitos esenciales para este tipo de acción en contra de providencias judiciales, y desdibujar la 

naturaleza misma de esta herramienta constitucional a través de la pretensión de que actúe como 

una tercera instancia. 

 

 

(ii) FRENTE AL REQUISITO DE INMEDIATEZ 

 

Por otra parte, frente al requisito de inmediatez, en el presente caso, debe mencionarse que la parte 

actora incumple con el requisito de inmediatez que afirma haber satisfecho, lo anterior toda vez que 

en virtud de los presuntos derechos que asevera se vieron socavados por la actuación de la Sala 

Civil de la Corte Suprema de Justicia, le exigían al actor una presentación de su escrito de tutela 

con un lapso de tiempo menor entre la fecha en la que se profirió la sentencia por parte del alto 

tribunal. No se puede dejar de lado que la Corte Constitucional a través de diversos 

pronunciamientos, ha determinado que si bien no existe un lapso específico para la presentación 

de la acción de tutela, es deber del juez constitucional evaluar, en relación con los pedimentos 

esbozados por la parte tutelante, si la presentación de su escrito de amparo pierde relación 

sustancial con los derechos que pretende se defiendan. Así lo ha dicho el órgano:  

 

No existe una definición de antemano, con vocación general, de la razonabilidad 

y proporcionalidad para el tiempo de presentación de la acción de tutela contra 

providencias judiciales. Así, es deber del juez constitucional analizar, en cada caso 

particular, si la solicitud de amparo fue presentada dentro de un término que 

revista dichas características. En algunos casos, seis (6) meses podrían resultar 

suficientes para declarar la tutela improcedente; pero, en otros eventos, un término 

de 2 años se podría considerar razonable para ejercer la acción de tutela, ya que 

todo dependerá de las particularidades del caso.10 

 

De modo que, como se logró avizorar en el escrito de tutela, la parte actora pretende que se 

restablezcan derechos fundamentales como "debido proceso, acceso a la administración de justicia 

y a la tutela judicial efectiva, derecho a la vida y la integridad personal" más no les dio la prioridad 

 
10 Sentencia T-329 de 2010. Magistrado Ponente: Dr. Jorge Palacio Palacio. Expediente T-2430316 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

GAFC 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 11 | 12 

 

que se espera de una presunta afectación a tales derechos, razón por la que no es posible que los 

H. Magistrados que conozcan de esta acción, puedan convalidar la inactividad de la parte 

accionante para con sus propios derechos, debiendo de esta manera declararse improcedente la 

acción de tutela por haber excedido cualquier lapso de tiempo razonable para buscar la protección 

efectiva de los derechos fundamentales antes mencionados. 

 

En conclusión, no podrá darse trámite, teniendo en cuenta que la acción de tutela impetrada no 

cumple con los requisitos de inmediatez ni de relevancia constitucional.  En primer lugar, no se 

acredita la relevancia constitucional, ya que la controversia planteada versa sobre la valoración 

probatoria y la interpretación de normas legales, lo que no afecta directamente derechos 

fundamentales ni justifica la intervención del juez constitucional en un debate judicial. Además, se 

evidencia que la acción se ha presentado como un recurso adicional a los mecanismos judiciales 

ordinarios y extraordinarios, lo cual desvirtúa su naturaleza subsidiaria. En segundo lugar, el 

requisito de inmediatez tampoco se satisface, dado que la acción fue presentada en un término 

excesivo respecto a la decisión judicial cuestionada, sin justificación razonable que respalde la 

demora. Por tanto, la acción de tutela resulta improcedente al no cumplir con estos elementos 

esenciales para su admisibilidad. 

 

De conformidad con lo previamente mencionado, se formulan las siguientes:  

 

 

I. PETICIONES 

 

1. Que se DECLARE probada la inexistencia de la causa para demandar al no cumplirse el 

requisito de subsidiariedad, por cuanto se desconoce la naturaleza misma de la acción de 

tutela. 

 

2. Que se DECLARE probada la inexistencia de la causa para demandar al no cumplirse el 

requisito de inmediatez por cuanto se desconoce la naturaleza misma de la acción de tutela. 

 

3. Que se DECLARE probada la improcedencia de la acción de tutela en contra de 

providencias judiciales ante el incumplimiento de la relevancia constitucional como 

consecuencia de la pretensión de que con esta se reabra un debate legal. 

 

 

I. ANEXOS 

 

1. Certificado de Existencia y Representación Legal de Allianz Seguros S.A.  

2. Poder especial que me faculta para actuar en el presente asunto. 
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II. NOTIFICACIONES 

 

Mi poderdante y el suscrito en la Carrera 11A # 94A - 23 Oficina 201 de la ciudad de Bogotá o en 

la dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co 

 

 

De los señores Magistrados, respetuosamente, 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. Nº 19.395.114 de Bogotá 

T.P. N° 39.116 del C. S. de la J. 

 

mailto:notificaciones@gha.com.co
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Nombre: Allianz Seguros S.A. Sucursal Cali

NOMBRE, DATOS GENERALES Y MATRÍCULA

Matrícula No.:                      178756-2
Fecha de matrícula en esta Cámara:  14 de agosto de 1986
Último año renovado:                2024
Fecha de renovación:                12 de marzo de 2024

Dirección comercial:                    AV 6 # 29 A NORTE - 49 OF 502
Municipio:                              Cali - Valle
Correo electrónico:                     notificacionesjudiciales@allianz.co
Teléfono comercial 1:                   3186507249
Teléfono comercial 2:                   No reportó
Teléfono comercial 3:                   No reportó

Dirección para notificación judicial:  AV 6 # 29 A NORTE - 49 OF 502
Municipio:                              Cali - Valle
Correo electrónico de notificación:     notificacionesjudiciales@allianz.co
Teléfono para notificación 1:           No reportó
Teléfono para notificación 2:           No reportó
Teléfono para notificación 3:           No reportó

La sucursal Allianz Seguros S.A. Sucursal Cali NO autorizó recibir notificaciones
personales a través de correo electrónico, de conformidad con lo establecido en los
artículos 291 del Código General del Proceso y 67 del Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

UBICACIÓN

Demanda de:ADELAISY VALENCIA MUÑOZ Y OTROS
Contra:ALLIANZ SEGUROS S.A.
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO ALLIANZ SEGUROS S.A. - SUCURSAL CALI 1

Proceso:ORDINARIO
Documento: Oficio No.496 del 29 de agosto de 2014
Origen: Juzgado 3 Civil Del Circuito Descongestion de Cali
Inscripción: 01 de octubre de 2014 No. 1966 del libro VIII

ÓRDENES DE AUTORIDAD COMPETENTE
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Demanda de:FERNEY MARIN MURILLO
Contra:ALLIANZ SEGUROS S.A.
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO ALLIANZ SEGUROS S.A. - SUCURSAL CALI 1

Proceso:VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL
Documento: Oficio No.3823 del 20 de octubre de 2015
Origen: Juzgado 14 Civil Del Circuito De Oralidad de Cali
Inscripción: 18 de noviembre de 2015 No. 2507 del libro VIII

Demanda de:ZAMARA LORENA SALINAS, JULIAN ANDRES ALVAREZ SALINAS, JORGE ALEJANDRO
ALVAREZ SALINAS
Contra:ALLIANZ SEGUROS S.A.
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO ALLIANZ SEGUROS S.A. - SUCURSAL CALI 1

Proceso:VERBAL RESPONSABILIDAD EXTR.
Documento: Oficio No.260 del 12 de marzo de 2020
Origen: Juzgado Primero Civil Del Circuito De Oralidad de Cali
Inscripción: 28 de agosto de 2020 No. 783 del libro VIII

Demanda de:WILSON ENRIQUE SIERRA FORONDA/GRACIELA FORONDA DE SIERRA/MARIA ELENA SIERRA
FORONDA/LUZ JACQUELINE SIERRA FORONDA/SANDRA MERCEDES SIERRA FORONDA/HENRY JAIR SIERRA
FORONDA
Contra:ALLIANZ SEGUROS SA
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:VERBAL-RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.612 del 04 de octubre de 2021
Origen: Juzgado Diecinueve Civil Del Circuito de Bogota
Inscripción: 09 de noviembre de 2021 No. 2070 del libro VIII

Demanda de:SEBASTIAN RENDON GIRALDO Y OTROS
Contra:ALLIANZ SEGUROS SA
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.256 del 12 de mayo de 2023
Origen: Juzgado Octavo Civil Del Circuito de Cali
Inscripción: 31 de mayo de 2023 No. 891 del libro VIII

Demanda de:JAIDER SERNA HOME Y OTROS.
Contra:ALLIANZ SEGUROS SA
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO ALLIANZ SEGUROS S.A. SUCURSAL CALI
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Proceso:VERBAL
Documento: Oficio No.431 del 26 de junio de 2023
Origen: Juzgado 15 Civil Del Circuito De Oralidad de Cali
Inscripción: 14 de julio de 2023 No. 1246 del libro VIII

Demanda de:JASSBLEIDY VERONICA ROSERO ARANDA, LUZBRINYI ARANDA JIMENEZ, CARLOS ALBERTO
SALDARRIAGA GIL, DAYANA ANDREA SALDARRIAGA ARANDA, DINECTRY ANDRES ARANDA JIMENEZ, FABY
MIDELLY CARDOZO JIMENEZ, MAYERLY ALEXANDRA CARDO-O JIMENEZ, PATRICIA CARDO-O JIMENEZ,
DELFIN ARANDA VALENCIA, MARTHA CECILIA JIMENEZ COL
Contra:ALLIANZ SEGUROS SA
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO ALLIANZ SEGUROS S.A. SUCURSAL CALI

Proceso:VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL
Documento: Oficio No.184 del 05 de julio de 2023
Origen: Juzgado Tercero Civil Del Circuito de Cali
Inscripción: 17 de julio de 2023 No. 1270 del libro VIII

Embargo de:SECRETARIA DE HACIENDA DEPARTAMENTAL
Contra:ALLIANZ SEGUROS SA
Bienes embargados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:ADMINISTRATIVO COACTIVO
Documento: Oficio No.DFRI-163-5685 del 08 de septiembre de 2023
Origen: Secretaria De Hacienda Departamental de Ibague
Inscripción: 06 de octubre de 2023 No. 2060 del libro VIII

Demanda de:LINA FERNANDA CHARRY TOVAR Y OTROS
Contra:ALLIANZ SEGUROS SA
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:VERBAL
Documento: Oficio No.0102 del 27 de febrero de 2024
Origen: Juzgado Trece Civil Del Circuito de Cali
Inscripción: 29 de febrero de 2024 No. 310 del libro VIII

Demanda de:EYMI YULIETH AGREDO MERA C.C. 1.144.158.866, ANA LUCÍA MERA C.C. 66.837.893,
EDGAR ANCIZAR AGREDO VALDÉS C.C. 16.760.999, ROSALÍA VALDÉS DE AGREDO C.C. 38.984.067
BOLIVAR AGREDO MUÑOZ C.C. 6.078.101
Contra:ALLIANZ SEGUROS SA
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
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Documento: Oficio No.368 del 09 de agosto de 2024
Origen: Juzgado Segundo Civil Del Circuito de Cali
Inscripción: 30 de agosto de 2024 No. 1930 del libro VIII

Nombre:                       ALLIANZ SEGUROS SA
NIT:                          860026182 - 5
Matrícula No.:                15517
Domicilio:                    Bogota
Dirección:                    CR 13 A NO. 29 - 24
Teléfono:                     5188801

PROPIETARIO

QUE POR ESCRITURA NRO. 3.800 DEL 16 DE AGOSTO DE 1974, NOTARIA DECIMA DE BOGOTA,
INSCRITA EN LA CAMARA DE COMERCIO EL 13 DE AGOSTO DE 1986 BAJO LOS NROS. 27756 Y 1067
DE LOS LIBROS VI Y V, CONSTA QUE SE CONFIRMO LA AUTORIZACION DE FUNCIONAMIENTO DE UNA
SUCURSAL DE LA SOCIEDAD EN LA CIUDAD DE CALI.

APERTURA DE SUCURSAL

Por Acta No. 691 del 27 de marzo de 2014, de Junta Directiva, inscrito en esta Cámara
de Comercio el 29 de agosto de 2014 con el No. 1820 del Libro VI, se designó a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
SUBGERENTE SUCURSAL      ANDREA LORENA LONDOÑO GUZMAN              C.C.67004161

NOMBRAMIENTO(S)

Por Acta No. 760 del 02 de diciembre de 2019, de Junta Directiva, inscrito en esta
Cámara de Comercio el 07 de septiembre de 2021 con el No. 1878 del Libro VI, se designó
a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
GERENTE SUCURSAL         BENITO JOSE FERNANDEZ HEIDMAN             C.C.79317757

Por Escritura Pública No. 1461 del 09 de agosto de 2000  Notaria Septima de Bogota
,inscrito en esta Cámara de Comercio el 03 de octubre de 2000 con el No. 247 del Libro
V POR MEDIO DE LA CUAL COMPARECIO EL SENOR JOSE PABLO NAVAS PRIETO, MAYOR DE EDAD Y
VECINO DE BOGOTA, IDENTIFICADO CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 2.877.617 DE BOGOTA Y
MANIFESTO: QUE POR MEDIO DE ESTE INSTRUMENTO OBRA EN SU CONDICION DE REPRESENTANTE

PODERES
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LEGAL DE ASEGURADORA COLSEGUROS S.A. Y QUE EN TAL CARACTER CONFIERE PODER GENERAL A LA
DOCTORA CLAUDIA ROMERO LENIS, MAYOR DE EDAD E IDENTIFICADA CON LA CEDULA DE CIUDADANIA
No. 38.873.416 EXPEDIDA EN BUGA, PARA QUE A NOMBRE DE LA SOCIEDAD PODERDANTE EJERZA LAS
SIGUIENTES FACULTADES: A. REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y
PROCESOS JUDICIALES ANTE LOS JUZGADOS, TRIBUNALES SUPERIORES, DE ARBITRAMENTO
VOLUNTARIO Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO,
BIEN SEA COMO DEMANDANTE O COMO DEMANDADA, COMO COADYUVANTES U OPOSITORES. B. OTORGAR
EN NOMBRE DE LA CITADA SOCIEDAD LOS PODERES ESPECIALES QUE SEAN DEL CASO. C.
REPRESENTAR A LA MISMA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN
NACIONAL, DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DEL DISTRITO CAPITAL DE SANTAFE DE BOGOTA Y ANTE
CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE DERECHO PUBLICO DEL ORDEN NACIONAL,
DEPARTAMENTAL O MUNICIPAL. D. NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS JUDICIALES O
INTERROGATORIOS DE PARTE, ASI COMO ABSOLVER ESTOS, CONFESAR Y COMPROMETER EN ELLOS A LA
SOCIEDAD QUE REPRESENTA. E. OBJETAR LAS RECLAMACIONES QUE PRESENTEN LOS ASEGURADOS A
LAS SOCIEDADES PODERDANTES. F. ATENDER LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES PROVENIENTES
DE LA DIRECCION GENERAL DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES O DE LA ENTIDAD QUE HAGA SUS
VECES, ASI COMO DE CUALQUIERA DE LAS OFICINAS DE LA ADMINISTRACION, E INTENTAR EN
NOMBRE Y REPRESENTACION DE LAS SOCIEDADES LOS RECURSOS ORDINARIOS DE REPOSICION,
RECONSIDERACION Y APELACION, TANTO ORDINARIOS COMO EXTRAORDINARIOS. G. REPRESENTAR A LA
CITADA SOCIEDAD EN LAS REUNIONES DE LAS ASAMBLEAS GENERALES DE ACCIONISTAS O JUNTAS
GENERALES DE SOCIOS DE SOCIEDADES EN QUE AQUELLA SEA ACCIONISTA O SOCIA Y OTORGAR LOS
PODERES DE REPRESENTACION PARA TALES ASAMBLEAS O JUNTAS, CUANDO SEA EL CASO. H. EN
GENERAL LA DOCTORA MARIA CLAUDIA ROMERO LENIS QUEDA AMPLIAMENTE FACULTADA PARA
INTERPONER CUALQUIER RECURSO CONSAGRADO EN LAS LEYES CONTRA DECISIONES JUDICIALES O
EMANADAS DE LOS FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS NACIONALES, DEPARTAMENTALES, MUNICIPALES O
DEL DISTRITO CAPITAL DE SANTAFE DE BOGOTA Y ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DEL MISMO ORDEN.
IGUALMENTE QUEDA FACULTADA EXPRESAMENTE PARA DESISTIR, CONCILIAR, TRANSIGIR, RECIBIR Y
DESIGNAR ARBITROS ASI COMO TAMBIEN PARA SUSTITUIR Y REASUMIR EL PRESENTE MANDATO.

Por Escritura Pública No. 3231 del 14 de agosto de 2007  Notaria Treinta Y Uno de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 12 de septiembre de 2007 con el No. 112
del Libro V , SE CONFIERE PODER GENERAL  A WILLIAM BARRERA VALDERRAMA, IDENTIFICADO CON
LA CÉDULA DE CIUDADANÍA No.91.297.787 DE BUCARAMANGA, PARA EJECUTAR LOS SIGUIENTES
ACTOS: A) OBJETAR LAS RECLAMACIONES PRESENTADAS A LA SOCIEDAD PODERDANTE POR
ASEGURADORAS, BENEFICIARIOS Y EN GENERAL, CUALQUIER PERSONA, E IGUALMENTE PRONUNCIARSE
SOBRE LAS SOLICITUDES DE RECONSIDERACIÓN DE OBJECIONES QUE SEAN PRESENTADAS A DICHA
SOCIEDAD, EXCLUSIVAMENTE EN EL RAMO DE AUTOMÓVILES. B) ASISTIR A AUDIENCIAS DE
CONCILIACIÓN Y REALIZAR CONCILIACIONES TOTALES O PARCIALES QUE COMPROMETAN A LA
SOCIEDAD PODERDANTE, EXCLUSIVAMENTE EN EL RAMO DE AUTOMÓVILES.

Por Escritura Pública No. 5107 del 05 de mayo de 2004  Notaria Veintinueve de Bogota
,inscrito en esta Cámara de Comercio el 21 de julio de 2008 con el No. 132 del Libro V
COMPARECIO CLAUDIA VICTORIA SALGADO RAMIREZ, MAYOR DE EDAD E IDENTIFICADA CON LA CEDULA
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DE CIUDADANIA No. 39.690.201 DE USAQUEN Y MANIFESTO: QUE OBRA EN SU CONDICION DE
REPRESENTANTE LEGAL DE LA SOCIEDAD ASEGURADORA COLSEGUROS S.A. QUE EN TAL CARÁCTER Y
POR MEDIO DE ESTE INSTRUMETO CONFIERE PODER GENERAL A LAS SIGUIENTES PERSONAS: ALBA
INES GOMEZ VELEZ, IDENTIFICADA CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 30.724.774 EXPEDIDA EN
PASTO Y CON TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADA No. 48.637 Y GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA,
IDENTIFICADO CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 19.395.114 EXPEDIDA EN BOGOTA Y CON
TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADO No. 39.116, PARA EJECUTAR LOS SIGUIENTES ACTOS:
A) REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y PROCESOS JUDICIALES ANTE
INSPECCIONES DE TRANSITO, INSPECCIONES DE POLICIA, JUZGADOS, FISCALIAS DE TODO NIVEL,
TRIBUNALES DE CUALQUIER TIPO, CORTE CONSTITUCIONAL, CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA,
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO, BIEN SEA COMO DEMANDANTES, DEMANDADAS,
LLAMADAS EN GARANTIA, LITISCONSORTES, COADYUVANTES O TERCEROS INTERVINIENTES. B)
REPRESENTAR A LA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN NACIONAL,
DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DISTRITAL Y ANTE CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE
DERECHO PUBLICO DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DISTRITAL. C) ATENDER
LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES PROVENIENTES DE LA DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS
NACIONALES, O DE LA ENTIDAD QUE HAGA SUS VECES, ASI COMO DE CUALQUIERA DE LAS OFICINAS
DE LA ADMINISTRACION E INTENTAR EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LA SOCIEDAD ANTES
MENCIONADA LOS RECURSOS ORDINARIOS DE REPOSICION, APELACION Y RECONSIDERACION, ASI COMO
LOS EXTRAORDINARIOS CONFORME A LA LEY. D) NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS
JUDICIALES O ADMINISTRATIVAS, REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN LA SOLICITUD Y PRACTICA DE
PRUEBAS ANTICIPADAS, ASI COMO EN DILIGENCIAS DE EXHIBICION DE DOCUMENTOS, ABSOLVER
INTERROGATORIOS DE PARTE, COMPARECER A ASISTIR Y DECLARAR EN TODO TIPO DE DILIGENCIAS Y
AUDIENCIAS JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS, PROCESALES O EXTRAPROCESALES, RECIBIR
NOTIFICACIONES O CITACIONES ORDENADAS POR JUZGADOS O AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS,
ASISTIR Y REPRESENTAR A LAS COMPAÑIAS EN TODO TIPO DE AUDIENCIAS DE CONCILIACION
JUDICIAL O EXTRAJUDICIAL, RENUNCIAR A TERMINOS, CONFESAR Y COMPROMETER A LA SOCIEDAD
QUE REPRESENTA, QUEDANDO ENTENDIDO QUE LAS NOTIFICACIONES, CITACIONES Y COMPARECENCIAS
PERSONALES DE REPRESENTANTES LEGALES DE LAS SOCIEDADES QUEDARAN VALIDA Y LEGALMENTE
HECHAS A TRAVES DE LOS APODERADOS GENERAL AQUÍ DESIGNADOS Y E) EN GENERAL, LOS ABOGADOS
MENCIONADOS QUEDAN AMPLIAMENTE FACULTADOS PARA ACTUAR CONJUNTA O SEPARADAMENTE, ASI
COMO PARA INTERPONER CUALQUIER RECURSO ESTABLECIDO EN LAS LEYES CONTRA DECISIONES
JUDICIALES O EMANADAS DE LOS FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS DEL ORDEN NACIONAL,
DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DISTRITAL Y ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DE LOS MISMOS
ORDENES. IGUALMENTE QUEDAN FACULTADOS EXPRESAMENTE PARA DESISTIR, RECIBIR, TRANSIGIR Y
CONCILIAR, ASI COMO PARA SUSTITUIR Y REASUMIR EL PRESENTE MANDATO.

Por Escritura Pública No. 2426 del 09 de julio de 2009  Notaria Veintitres de Bogota
,inscrito en esta Cámara de Comercio el 30 de julio de 2009 con el No. 121 del Libro V
, MEDIANTE EL CUAL SE OTORGA PODER GENERAL A MARIA CLAUDIA ROMERO LENIS, IDENTIFICADA
CON LA C.C. NRO. 38.873.416 DE BUGA CON TARJETA PROFESIONAL NRO. 83061 DEL CONSEJO
SUPERIOR DE LA JUDICATURA;PARA QUE EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LAS SOCIEDADES
MENCIONADAS EJECUTE EN EL VALLE DEL CAUCA Y EL CAUCA LOS SIGUIENTES ACTOS:
A. REPRESENTAR CON AMPLIAS FACULTADES A LAS REFERIDAS SOCIEDADES EN TODA CLASE DE
ACTUACIONES Y PROCESOS JUDICIALES ANTE INSPECCIONES DE TRANSITO, INSPECCIONES DE
POLICIA, FISCALIAS DE TODO NIVEL, JUZGADOS Y TRIBUNALES DE TODO TIPO, INCLUIDOS
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TRIBUNALES DE ARBITRAMENTO DE CUALQUIER CLASE, CORTE CONSTITUCIONAL, CONSEJO SUPERIOR
DE LA JUDICATURA, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO, BIEN SEA COMO
DEMANDANTES, DEMANDADAS, LITISCONSORTES, COADYUVANTE U OPOSITORES. B. REPRESENTAR CON
AMPLIAS FACULTADES A LAS SOCIEDADES PODERDANTES EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y
PROCEDIMIENTOS ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL Y
MUNICIPAL Y ANTE CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE DERECHO PUBLICO DEL ORDEN
NACIONAL, DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL. C. ATENDER LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES
PROVENIENTES DE LA DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES, O DE LA ENTIDAD QUE
HAGA SUS VECES, ASI COMO DE CUALQUIERA DE LAS OFICINAS DE LA ADMINISTRACION, E INTENTAR
EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LAS SOCIEDADES ANTES MENCIONADAS LOS RECURSOS ORDINARIOS
TALES COMO REPOSICION, APELACION Y RECONSIDERACION, ASI COMO LOS RECURSOS
EXTRAORDINARIOS CONFORME A LA LEY. D. REALIZAR LAS GESTIONES SIGUIENTES, CON AMPLIAS
FACULTADES DE REPRESENTACION: NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS JUDICIALES O
EMANADAS DE FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL,
O DE ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DE LOS MISMOS ORDENES, DESCORRER TRASLADOS, INTERPONER
Y SUSTENTAR RECURSOS ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS, RENUNCIAR A TERMINOS, ASISTIR A TODA
CLAE DE AUDIENCIAS Y DILIGENCIAS JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS, ASISTIR A TODO TIPO DE
AUDIENCIAS DE CONCILIACION Y REALIZAR CONCILIACIONES TOTALES O PARCIALES CON
VIRTUALIDAD PARA COMPROMETER A LA SOCIEDADES PODERDANTES DE QUE SE TRATE, ABSOLVER
INTERROGATORIOS DE PARTE, CONFESAR Y COMPROMETER A LAS SOCIEDADES QUE REPRESENTE. E.
RECIBIR, DESISTIR, TRANSIGIR, CONCILIAR, SUSTITUIR Y REASUMIR EL PRESENTE MANDATO.

Por Escritura Pública No. 3024 del 04 de diciembre de 2014  Notaria Veintitres de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 22 de julio de 2015 con el No. 238 del
Libro V , COMPARECIÓ ALBA LUCIA GALLEGO NIETO, IDENTIFICADA CON C.C.30278007 DE
MANIZALES, MANIFESTÓ: QUE ACTÚA EN SU CONDICIÓN DE REPRESENTANTE LEGAL DE (I) ALLIANZ
SEGUROS S.A. Y (II) ALLIANZ SEGUROS DE VIDA S.A. QUE POR MEDIO DE LA PRESENTE ESCRITURA
PUBLICA (I) ALLIANZ SEGUROS S.A. Y (II) ALLIANZ SEGUROS DE VIDA S.A., (LAS
"SOCIEDADES"), EN VIRTUD DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 263 DEL CÓDIGO DE COMERCIO,
CONFIEREN PODER A LOS GERENTES Y SUBGERENTES DE LAS SUCURSALES DE LAS SOCIEDADES, PARA
EJECUTAR, EN NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE LAS SOCIEDADES, EN EL DEPARTAMENTO EN EL CUAL
SE ENCUENTRE UBICADA LA RESPECTIVA SUCURSAL LOS SIGUIENTES ACTOS:

1. EJECUTAR Y HACER EJECUTAR LAS RESOLUCIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS, DE
LA JUNTA DIRECTIVA Y LAS DECISIONES DE LA ADMINISTRACIÓN DE CADA UNA DE LAS SOCIEDADES.
2. CELEBRAR TODOS LOS CONTRATOS REFERENTES AL NEGOCIO DE SEGUROS Y DE AHORRO, QUE SEAN
PROPIOS DEL GIRO ORDINARIO DE LOS NEGOCIOS DE LAS SOCIEDADES, CUALQUIERA QUE SEA SU
CUANTÍA.
3. PARTICIPAR EN LICITACIONES PÚBLICAS O PRIVADAS REFERENTES AL NEGOCIO DE SEGUROS Y DE
AHORRO, PRESENTANDO OFERTAS, DIRECTAMENTE O POR INTERMEDIO DE APODERADO, Y SUSCRIBIENDO
LOS CONTRATOS QUE DE ELLAS SE DERIVEN CUALQUIERA SEA SU CUANTÍA.
4. FIRMAR LAS PÓLIZAS DE SEGURO DE LOS RAMOS AUTORIZADOS A CADA UNA DE LAS SOCIEDADES,
INCLUYENDO PERO SIN LIMITARSE A PÓLIZAS DE SEGUROS DE CUMPLIMIENTO, PÓLIZAS DE SEGUROS
DE VIDA, PÓLIZAS DE SEGUROS DE SALUD, PÓLIZAS DE SEGUROS DE AUTOMÓVILES, PÓLIZAS DE
SEGUROS DE RESPONSABILIDAD.
5. FIRMAR LAS PÓLIZAS DE DISPOSICIONES LEGALES QUE OTORGUE ALLIANZ SEGUROS S.A. EN EL
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RAMO DE CUMPLIMIENTO, CUYO ASEGURADO SEA LA DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES
 DIAN.
6. RECAUDAR PRIMAS DE SEGUROS Y RECAUDAR CUOTAS CORRESPONDIENTES A LOS CRÉDITOS QUE
OTORGUEN LAS SOCIEDADES.
7. FIRMAR OBJECIONES A LAS RECLAMACIONES QUE LE SEAN PRESENTADAS A LAS SOCIEDADES
SIGUIENDO PARA EL EFECTO LAS POLÍTICAS INTERNAS DE ÉSTAS.
8. CUIDAR QUE TODOS LOS VALORES PERTENECIENTES A LA SOCIEDAD Y LOS QUE ÉSTA TENGA EN
CUSTODIA, SE MANTENGAN CON LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD NECESARIAS.
9. REPRESENTAR A LAS SOCIEDADES EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y PROCESOS JUDICIALES ANTE
INSPECCIONES DE TRÁNSITO, INSPECCIONES DE POLICÍA, INSPECCIONES DEL TRABAJO, JUZGADOS,
FISCALÍAS DE TODO NIVEL, TRIBUNALES SUPERIORES, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS Y DE
ARBITRAMENTO.
10. REPRESENTAR A LAS SOCIEDADES ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN
DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL, Y ANTE CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE DERECHO
PÚBLICO DEPARTAMENTAL O MUNICIPAL.
11. ATENDER LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES PROVENIENTES DE LA DIRECCIÓN DE
IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES  DIAN O DE LA ENTIDAD QUE HAGA SUS VECES, E INTENTAR EN
NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE LAS SOCIEDADES, LOS RECURSOS ORDINARIOS DE REPOSICIÓN,
APELACIÓN Y RECONSIDERACIÓN, ASÍ COMO LOS EXTRAORDINARIOS CONFORME A LA LEY.
12. FIRMAR, FÍSICA, ELECTRÓNICAMENTE O POR CUALQUIER MEDIO QUE ESTABLEZCA LA DIRECCIÓN
DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES  DIAN O LAS ADMINISTRACIONES DE ADUANAS E IMPUESTOS
TERRITORIALES, LAS DECLARACIONES DE CUALQUIER TIPO DE IMPUESTOS U OBLIGACIONES
TRIBUTARIAS QUE ESTÉN A CARGO DE LAS SOCIEDADES.
13. REPRESENTAR A LAS SOCIEDADES EN LAS REUNIONES ORDINARIAS Y EXTRAORDINARIAS DE LAS
ASAMBLEAS GENERALES DE ACCIONISTAS O JUNTAS DE SOCIOS DE LAS SOCIEDADES EN LAS CUALES
LAS SOCIEDADES SEAN ACCIONISTAS O SOCIAS Y OTORGAR LOS PODERES DE REPRESENTACIÓN PARA
TALES REUNIONES, CUANDO SEA EL CASO.
14. NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS.
15. FIRMAR TRASPASOS DE VEHÍCULOS QUE SE EFECTÚEN A NOMBRE DE LAS SOCIEDADES Y
ADELANTAR ANTE LAS ENTIDADES COMPETENTES TODAS LAS GESTIONES PERTINENTES AL TRÁMITE DE
LOS MISMOS SIGUIENDO PARA EL EFECTO LAS POLÍTICAS INTERNAS DE LAS SOCIEDADES.
16. CUMPLIR LAS DEMÁS FUNCIONES QUE LE SEÑALEN LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS O LA
JUNTA DIRECTIVA DE CADA UNA DE LAS SOCIEDADES.

Actividad principal Código CIIU: 6511

Descripción de la actividad económica reportada en el Formulario del Registro Único
Empresarial y Social -RUES-: SEGUROS GENERALES

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS- CIIU

Los estatutos de la sociedad han sido reformados así:

DOCUMENTO                                              INSCRIPCIÓN
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E.P. 4204 del 01/09/1969 de Notaria Decima de Bogota   15962 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 5319 del 30/10/1971 de Notaria Decima de Bogota   15963 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 2930 del 25/07/1972 de Notaria Decima de Bogota   15964 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 2427 del 05/06/1973 de Notaria Decima de Bogota   15965 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 1273 del 23/05/1983 de Notaria Decima de Bogota   86893 de 13/08/1986 Libro IX
E.P. 2858 del 26/07/1978 de Notaria Decima de Bogota   1211 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 3511 del 26/10/1981 de Notaria Decima de Bogota   1212 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 1856 del 08/07/1982 de Notaria Decima de Bogota   1214 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 1491 del 16/06/1983 de Notaria Decima de Bogota   1215 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 1322 del 10/03/1987 de Notaria Veintinueve de     1216 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 3089 del 28/07/1989 de Notaria Dieciocho de       1217 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 4845 del 26/10/1989 de Notaria Dieciocho de       1218 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 2186 del 11/10/1991 de Notaria Dieciseis de       1219 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 1115 del 17/04/1995 de Notaria Treinta Y Cinco de 1222 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 5891 del 21/06/1996 de Notaria Veintinueve de     1946 de 26/09/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 1959 del 03/03/1997 de Notaria Veintinueve de     1482 de 24/07/1997 Libro VI
Bogota
E.P. 0285 del 18/01/2002 de Notaria Veintinueve de     1493 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 8964 del 04/09/2002 de Notaria Veintinueve de     1494 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 5562 del 14/05/2003 de Notaria Veintinueve de     1495 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 0997 del 07/02/2005 de Notaria Veintinueve de     1496 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 1903 del 28/05/2008 de Notaria Treinta Y Uno de   1497 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2736 del 08/04/2010 de Notaria Setenta Y Dos de   1498 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2197 del 14/07/2010 de Notaria Veintitres de      1499 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 3950 del 16/12/2010 de Notaria Veintitres de      1500 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 3759 del 15/12/1982 de Notaria Decima de Bogota   1501 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 447 del 30/03/1994 de Notaria Cuarenta Y Siete de 1502 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 9236 del 20/09/1996 de Notaria Veintinueve de     1503 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 1572 del 21/02/1997 de Notaria Veintinueve de     1504 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2162 del 07/03/1997 de Notaria Veintinueve de     1505 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 1366 del 11/06/1997 de Notaria Treinta Y Cinco de 1506 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
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E.P. 6941 del 16/07/1997 de Notaria Veintinueve de     1507 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 12533 del 16/12/1997 de Notaria Veintinueve de    1508 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2432 del 24/09/1998 de Notaria Septima de Bogota  1509 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 3298 del 24/12/1998 de Notaria Septima de Bogota  1510 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 1203 del 15/06/1999 de Notaria Septima de Bogota  1511 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 1131 del 28/06/2000 de Notaria Septima de Bogota  1512 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 6315 del 24/08/2000 de Notaria Veintinueve de     1513 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 7672 del 02/10/2001 de Notaria Veintinueve de     1514 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 8774 del 01/11/2001 de Notaria Veintinueve de     1515 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 10741 del 11/12/2001 de Notaria Veintinueve de    1516 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo y la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de registro,
quedan en firme dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de
inscripción, siempre que no sean objeto de recursos. Para estos efectos, se informa que
para la Cámara de Comercio de Cali, los sábados NO son días hábiles.

Una vez interpuestos los recursos, los actos administrativos recurridos quedan en
efecto suspensivo, hasta tanto los mismos sean resueltos, conforme lo prevé el artículo
79 del Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

A la fecha y hora de expedición de este certifica, NO se encuentra en trámite ningún
recurso.

RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN

Este certificado refleja la situación jurídica del inscrito hasta la fecha y hora de su
expedición.

Que no figuran otras inscripciones que modifiquen total o parcialmente el presente
certificado.

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, y de la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de
registro aquí certificados quedan en firme diez (10) días hábiles después de la fecha
de inscripción, siempre que no sean objeto de recursos; el sábado no se tiene como día
hábil para este conteo.

INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA
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Recibo No. 9627863, Valor: $3.700

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN: 0824TSWSHW

Fecha expedición: 09/09/2024  04:04:18 pm
CERTIFICADO DE SUCURSAL VIGILADA

Camara de Comercio de Cali

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a www.ccc.org.co
y digite el respectivo código, para que visualice la imagen generada al momento de su
expedición. La verificación se puede realizar de manera ilimitada, durante 60 días

calendario, contados a partir de la fecha de su expedición.

En cumplimiento de los requisitos sobre la validez jurídica y probatoria de los
mensajes de datos determinados en la Ley 527 de 1999 y demás normas complementarias, la
firma digital de los certificados generados electrónicamente se encuentra respaldada
por una entidad de certificación digital abierta acreditada por el organismo nacional
de acreditación (onac) y sólo puede ser verificada en ese formato.
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Señores 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

SALA DE CASACIÓN LABORAL 

E. S. D. 

 
ANDREA LORENA LONDOÑO GUZMÁN, mayor de edad, vecina de Cali, identificada con 
la cédula de ciudadanía Nº 67.004.161 de Cali, obrando en esta acto en nombre de 
ALLIANZ SEGUROS S.A., sociedad legalmente constituida con domicilio principal en 
Bogotá y con sucursal en Cali, en mi calidad de Representante Legal de la aseguradora, 
como se acredita con el Certificado expedido por la Cámara de Comercio de Cali que se 
anexa, comedidamente manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor, vecino de Cali, identificado con la cédula 
de ciudadanía Nº 19.395.114 de Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la tarjeta 
profesional Nº 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, para que en nombre de dicha 
sociedad presente pronunciamiento frente a la acción de tutela de radicado 11001-02-05-
000-2024-01571-00 impetrada por LINA ESPERANZA RESTREPO GARZÓN, identificada 
con cédula de ciudadanía No. 33.965.127, a través de apoderado judicial, en contra de la 
Sala Civil, Agraria y Rural de la Corte Suprema de Justicia, donde fue vinculada la compañía 
a la que represento, que es de conocimiento de su honorable despacho. 
 
Para el pleno cumplimiento de sus funciones, el Doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA 
ÁVILA queda facultado para solicitar medidas cautelares, recurrir, recibir, reasumir, 
descorrer traslado y en general, para realizar todas las actuaciones necesarias e 
indispensables para el buen éxito del mandato a su cargo, así como las contenidas en el 
Artículo 77 del Código General del Proceso. Para todos los efectos, el Doctor GUSTAVO 
ALBERTO HERRERA ÁVILA recibirá notificaciones en la dirección electrónica 
notificaciones@gha.com.co. y podrá ser contactado al celular 3178543795 
 
Sírvase señor Juez conferirle personería jurídica en los términos indicados anteriormente.  
 
 
Cordialmente 
 
 
 
 
 
 
ANDREA LORENA LONDOÑO GUZMÁN 
C.C. Nº 67.004.161 de Cali  
REPRESENTANTE LEGAL DE ALLIANZ SEGUROS S.A. 
 
 
 
Acepto, 
 
 
  
 
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  
C.C. Nº 19.395.114 de Bogotá  
T.P. N° 39.116 del C. S. de la J. 






